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Objetivo 

Generar información del estado actual de alteración a la seguridad pública y conflictividad social relacionada con 
el sector de hidrocarburos en municipios de influencia de los contratos y/o convenios E&E, E&P y TEA, suspen-
didos por orden público, con el propósito de establecer recomendaciones que permitan mantener o levantar la 
medida antes referenciada. 

Alcance

Construcción de un documento diagnóstico de alteración a la seguridad pública y conflictividad social relacionada 
con el sector de hidrocarburos en municipios de influencia de contratos y/o convenios E&E, E&P y TEA suspen-
didos por esta problemática.

Metodología

Este resumen ejecutivo, que tiene como base el documento principal, se realizó tomando como punto de partida 
la recolección de información primaria en campo de los departamentos priorizados donde se encuentran contratos 
suspendidos por alteración de orden público. Allí se realizaron entrevistas con funcionarios públicos de las admi-
nistraciones municipales tales como alcaldes y/o secretarios de gobierno, comandantes de la fuerza pública, entre 
otros, con el fin de relacionar información cuantitativa y cualitativa para su posterior análisis.

De igual manera, se recolectó información secundaria de diversas fuentes, la cual se encuentra dividida en tres 
grandes campos, el primero relacionado con la identificación histórica de las causas y motivos de conflictividad 
social y del orden público en los territorios, la segunda nos muestra un mapa de actores del conflicto, su incidencia 
en el territorio, su accionar delictivo y la conexidad de estas actividades con la industria extractiva y en especial 
con la hidrocaburifera. Finalmente, se hizo un análisis de medios de comunicación el cual permitió evidenciar el 
accionar delictivo de los grupos armados al margen de la ley, la percepción de seguridad en las zonas y los aconte-
cimientos presentados en los territorios, para luego cotejarlos con la información primaria actualizada recopilada 
en campo.

Objetivo y alcances del proyecto de análisis de alteración 
a la seguridad pública y la conflictividad social en el      
sector de hidrocarburos en Colombia
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Las fuentes de información secundaria consultadas para este estudio fueron diversas. Por ende, se clasifican así:

a) Sistema de información SAT - Defensoría del Pueblo
b) Informes Red-prodepaz
c) Análisis Undp-co 
d) Informes de las personerías municipales
e) Informes del Centro Nacional de Memoria Histórica
f) Informes y Consultorías de diferentes organismos nacionales e internacionales (Ideas para la Paz, Cooperación 
Alemana, entre otros)
g) Informes de la Alta Consejería para el Posconflicto
h) Informes DNP
i) Informes de víctimas 
j) Estudios y análisis académicos sobre los territorios
k) Otros documentos (notas de prensa, artículos investigación, etc.)

Luego de contar con la información primaria y secundaria, se desarrolló el análisis teniendo en cuenta los siguien-
tes criterios, con el fin de unificar la información de los territorios:

a) Afectación del orden público y alteración social en el departamento 
b) Identificación de actores de alteración del orden público
c) Identificación de las causas y motivos de la alteración social
d) Identificación de impactos sociales y ambientales
e) Identificación del relacionar delictivo sobre la comunidad, empresas y el Estado en materia de hidrocarburos
f) Suspensión de los contratos y/o convenios en el territorio 

Finalmente, se presentó una propuesta a la ANH derivada del análisis expuesto, de manera que les permitiera 
tomar acciones frente a los contratos suspendidos por alteraciones al orden público y conflictividad social en las 
diferentes zonas priorizada por la Agencia Nacional de Hidrocarburos - ANH.
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De acuerdo con el análisis del entorno realizado en cada uno de los territorios objeto de estudio, de conformi-
dad con los objetivos planteados y a la metodología propuesta por parte del equipo consultor para la ANH, 

se pudo observar que la mayor complejidad frente a la temática de orden público se encuentra en los departamen-
tos de Norte de Santander y Arauca, relacionados con una fuerte oposición social y presión por parte de los grupos 
armados ilegales que operan en dichas regiones.

De igual manera, se logró identificar que si bien la actividad subversiva ha disminuido en los departamentos de 
Putumayo y Caquetá, no quiere decir que en la actualidad no existen factores de violencia atribuidos principal-
mente al tema de narcotráfico.

Por lo anterior, es importante tener en cuenta las dificultades y complejidades de la población que se encuentra en 
estos territorios donde se ejecutan proyectos de exploración y producción de hidrocarburos, la militarización de 
los territorios, principalmente donde el conflicto vuelve a tomar fuerza, genera más aspectos negativos que posi-
tivos sobre la población, en especial por la estigmatización de las comunidades, además de todos los vejámenes a 
los que se exponen ante la confrontación directa, tales como la pérdida de tierras o el desplazamiento.

Es necesario aclarar que el conflicto en los territorios cambió su naturaleza, pasando de una guerra irregular a un 
problema de delincuencia dominado principalmente por el cultivo, la transformación y la comercialización de la 
hoja de coca, especialmente en la zona del Catatumbo y en los departamentos de Putumayo y Caquetá. 

Sin embargo, la presencia de múltiples economías ilegales en las zonas, que van más allá del narcotráfico, como 
la minería ilegal, el tráfico de gasolina, el contrabando, la trata de personas, la explotación sexual y el tráfico de 
migrantes, también debe tenerse en cuenta al momento de realizar un análisis de contexto del territorio para la 
implementación de proyectos y el establecimiento de las necesidades en la zona, pues no solo puede obedecer a 
requerimientos de las comunidades, sin un contexto establecido o sin que se pueda crear proyectos a largo plazo 
que sean sostenibles, los cuales podrían llegar a tener un bajo impacto, como por ejemplo hacer una cancha de 
futbol si no se cuenta con un programa deportivo y de articulación con las comunidades para el esparcimiento, el 
deporte y la sana utilización del tiempo libre.

Introducción
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Asimismo, debe observarse en estos territorios el riesgo al que están expuestos los migrantes venezolanos de ser 
reclutados por los grupos armados al margen de la ley, como también su incorporación a las economías ilegales 
mediante el suministro de su mano de obra. Para las mujeres venezolanas el riesgo de explotación sexual y de 
feminicidios es mayor, en el marco de su vinculación al trabajo sexual y a las economías ilegales. 

Ahora bien, el reclutamiento de menores de edad por parte del Ejército de Liberación Nacional (ELN), las                 
disidencias de las FARC y otras organizaciones criminales al margen de la ley, en medio de disputas, se deben 
a los procesos de expansión y su constante lucha por la soberanía y el control territorial. Las poblaciones que 
habitan en los territorios se encuentran en alto grado de vulnerabilidad porque están en constante riesgo de ser 
desplazadas, confinadas y reclutadas forzosamente, así como las mujeres y niñas pueden ser víctimas de explota-
ción sexual ligada a las dinámicas de las economías ilegales (Fundación Ideas para la Paz, 23 de agosto de 2018).

Es importante tener en cuenta la problemática integral de los territorios desde un componente estructural que 
involucre los aspectos históricos y el entorno no solo relacionados con el tema de hidrocarburos o conflictividad 
social, sino a las problemáticas de cultivos ilícitos, desplazamiento, migración, comercialización así como a la 
limitación y el acceso a la tierra que de una u otra manera tienen incidencia en las zonas de injerencia de la ANH, 
lo cual es de interés para un sinnúmero de entidades que hacen presencia en el territorio, pero que actúan de        
manera independiente y aislada, lo cual hace que el actuar institucional se desarrolle de manera dispersa y poco 
contundente en la zona de intervención. 

En ese contexto, se considera que las estrategias de acercamiento a las comunidades y el relacionamiento interins-
titucional deberían organizarse a través de un sistema que involucre a todas las instituciones de manera obligato-
ria en virtud de la Ley o un decreto para participar de manera activa, coordinada e interagencial, con recursos y 
responsabilidades propias y exclusivas, para atender las problemáticas en el territorio relacionadas con la política 
minero energética con énfasis en hidrocarburos.

Si bien en la actualidad hay roles definidos por cada una de las instituciones que se involucran en su actuar, estas 
no tienen un mecanismo jerárquico legal que permita interactuar por mandato prioritario en dichos territorios, lo 
que dificulta las labores de implementación de políticas y programas. En muchas zonas se realiza una atención 
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a la población, pero desde diferentes ópticas y metas institucionales, como por ejemplo el programa Familias 
en Acción, pequeñas obras de infraestructura (PIC), programas de sustitución de cultivos (PNIS), programas de 
desarrollo rural e incluso programas en beneficio a las comunidades, que se ejecutan en un mismo territorio sin 
que exista una mayor articulación institucional, de manera que se pierde una oportunidad valiosa de acercamiento 
comunitario, en una medida, y un impacto mayor que los proyectos aislados institucionales como suceden al día 
de hoy. 

Las políticas de acercamiento a las regiones y en especial a las zonas de gran conflictividad social en materia de 
hidrocarburos, no debe estar supeditada únicamente a la recuperación de los territorios del dominio de los grupos 
ilegales, sino también en recuperar y reconstruir los territorios de manera integral para los ciudadanos, cuyo én-
fasis se centra en la disminución de las vulnerabilidades, el aumento de las capacidades territoriales en el proceso 
de avance en la ruta del desarrollo territorial.

En esta medida, la seguridad debe estar encaminada a la reducción del riesgo ante la ocurrencia de un factor de 
amenaza que genere un retroceso en los procesos de transición y estabilización del territorio, pero debe hacerse 
un tránsito al concepto de seguridad ciudadana, cuyo propósito debe propender por el acceso a los servicios de 
justicia comunitaria, administrativa, especial y transicional, pues al desaparecer varios actores ilegales que ejer-
cían control e incluso eran considerados por los pobladores como autoridades de impartir justicia, se requiere 
como medida inmediata del Estado cooptar esos lugares y generar procesos de confianza institucional. Una buena 
medida es propender por Casas de Justicia u otros instrumentos que permitan generar en la población una percep-
ción positiva sobre el actuar del Estado y no de un abandono permanente, lo cual es el sentir de la mayoría de las 
comunidades. 

Además, en relación con las amenazas, vulnerabilidades y riesgos latentes en las zonas de mayor conflictividad 
social, se debe tener en cuenta el concepto de enfoque diferencial territorial que demanda una serie de análisis 
particulares y acciones diferenciadas aplicando metodologías de construcción colectiva de territorio. 

Ahora bien, en esta definición también se deben incluir herramientas que permitan atacar las raíces del conflicto 
pues, como se ha visto, la desigualdad rural fue uno de los pilares de la guerra. Se pretende entonces generar     
condiciones que establezcan resultados visibles e invisibles, dividiendo sus tareas sobre pilares de seguridad, 
justicia, economía y tejido humano o social.
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Bajo este concepto, a continuación, se hará un breve resumen de las situaciones encontradas en los territorios y 
se propone una ruta de acción que permitiría optimizar el accionar del Estado en los territorios y así generar un 
mayor reconocimiento y una menor vulnerabilidad al conflicto que afecte directamente los Contratos E&P, E&E, 
TEA y convenios a cargo de la ANH. 
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1. Afectación del orden público y alteración social     
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Después de dos años de firmados los acuerdos de paz, se marca un punto de quiebre significativo en la realidad 
política, social y económica del país. Si bien la salida negociada con las guerrilla de las FARC-EP, en la cual 

se desactivaron varios frentes de guerra a lo largo y ancho del país, trajo mejoras en los indicadores de violencia 
—llegando a los niveles más bajos en los últimos años—, es cierto también que otros indicadores de violencia son 
de consideración y están en una tendencia al alza.

Por lo tanto, en este documento se resume un trabajo de campo y de contexto en los diferentes territorios en los 
que la industria hidrocarburifera ha tenido serios inconvenientes en su operación, limitando el actuar de las com-
pañías y perjudicando ostensiblemente las finanzas de la nación.

Con la firma de los acuerdos con las FARC y la salida de este grupo de sus territorios, se observó un reacomodo 
estratégico de cada uno de los actores armados presentes en las zonas en las que tenía presencia, buscando posi-
cionarse por el control territorial sobre cultivos, rutas y producción de estupefacientes principalmente.

De manera que, de acuerdo con lo establecido por el Ministerio de Defensa, se clasifican tres tipos de organiza-
ciones ilegales: los GAO, GAO residual y GDO. El primero se denomina grupo armado organizado (GAO), que 
son estructuras de alcance multidepartamental, con jerarquía de mando y capacidad de amenazar la seguridad 
nacional. Estos son: “Los Urabeños” o “Clan del Golfo”, “Los Pelusos” y “Los Puntilleros” (Matta, 15 de enero 
de 2018). 

Los segundos se denominan grupo armado organizado residual (GAO residual), para referirse a antiguas estruc-
turas de las FARC que renegaron del proceso de paz y continuaron delinquiendo. Y los terceros se conocen como 
grupo delictivo organizado (GDO), los cuales incluyen las bandas dedicadas al lucro a través de actividades ilíci-
tas y que por lo general tienen una incidencia más urbana que rural. 

Estos grupos han generado serias alteraciones de violencia, en especial en las zonas fronterizas. Por ejemplo, el 
Ejército de Liberación Nacional (ELN) se encuentra en una fase de expansión y fortalecimiento en los territorios 
limítrofes, en especial con Venezuela, de ahí que la situación en la región del Catatumbo y Arauca hace compleja 

2. Contexto territorial (regiones 
priorizadas)
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todo tipo de actividad industrial y/o comercial, en especial por cuanto utilizan acciones terroristas como mecanis-
mos de presión para sentar en la mesa de negociación al Gobierno.

Aunado a lo anterior, las disidencias de las FARC tienen una fuerte presencia en territorios de frontera, quienes 
empiezan a tener roces con los grupos existentes, con quienes habían pactado alianzas previamente, pero hoy se 
disputan el control territorial. De manera que, por ejemplo, en Arauca, Putumayo, Nariño y Caquetá empieza a 
observarse el accionar de estos grupos delincuenciales con un mayor énfasis en el negocio del narcotráfico y la 
extorsión como principal fuente de financiamiento de sus actividades. 

Las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (conocidas como el Clan del Golfo) también hacen parte de las organi-
zaciones que tienen predominio en zonas principalmente de fronteras, pues son claves por su potencial energético, 
los recursos ambientales y la biodiversidad. En diez de los 13 departamentos fronterizos se concentra el 90 % de 
los recursos forestales nacionales y en tres de ellos se localiza casi la mitad de la explotación. Se concentra el 97 
% de la producción de carbón y el 43 % de la producción nacional de metales preciosos. Así mismo, persisten 
múltiples economías ilegales cuyo control y rentas son disputados por grupos armados ilegales de distinto tipo 
(Fundación Ideas para la Paz, 23 de agosto de 2018).

Es así entonces, bajo este contexto que muchos contratistas deben realizar sus actividades de exploración y                
explotación de hidrocarburos, no obstante, cada territorio es especial, cada uno tiene unas dinámicas propias que 
hacen que la evaluación sobre el conflicto armado y social tenga matices diferentes.
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2.1.  Análisis de contexto: departamento de Norte de Santander, subregión de 
Catatumbo, municipio de Tibú
 

Figura 1. Mapa de contexto actores Catatumbo-Arauca.
Fuente: Inseguridad, violencia y economías ilegales en las fronteras. Los desafíos del nuevo Gobierno (p. 19),     
de Fundación Ideas para la Paz, 2018, Bogotá: FIP.
http://ideaspaz.org/media/website/fip_seguridad_fronteras.pdf
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Con la salida de las FARC como uno de los actores relevantes de la violencia en el territorio, se produjo en el 
Catatumbo un nuevo escalamiento de la violencia, ocasionado principalmente por la confrontación armada 

entre el EPL y el ELN por el control de las rutas del narcotráfico.

Históricamente el EPL se encontraba en los municipios de El Tarra, San Calixto y Hacarí, pero, dado los vacíos 
para cooptar los territorios, se encuentra en proceso de expansión hacia los municipio de la Gabarra y la zona baja 
de Tibú, los cuales eran controlados históricamente por las FARC.

Es importante recalcar el rompimiento de los pactos de no agresión entre el ELN y el EPL desde la muerte de Me-
gateo, lo que generó un proceso de fragmentación al interior de este último grupo, propiciando el resurgimiento 
de nuevos liderazgos que resquebrajó un solo liderazgo y generó divisiones internas y la propagación de nuevas 
estructuras. 

Así mismo, empiezan a operar las disidencias de las FARC del Frente 33. Como común denominador en la zona, 
se observa la participación de venezolanos en las estructuras de los grupos ilegales, así como el reclutamiento de 
menores dadas las condiciones precarias en las que ellos se encuentran en los territorios fronterizos, además de la 
vulnerabilidad frente a las amenazas de las estructuras ilegales presentes en el Catatumbo.

Según la Oficina de Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA), entre el 14 de  
marzo y el 5 de julio de 2018, estas acciones armadas causaron el desplazamiento de por lo menos 16 000                 
personas (5168 familias) en los municipios de San Calixto, Teorama, Tibú, La Playa de Belén, Ábrego y Hacarí 
(OCHA, 2018). 

De igual manera, “Los Rastrojos” hacen presencia en el Catatumbo, principalmente en el municipio de Puerto 
Santander.

La disputa territorial entre el ELN y el EPL está marcada por el interés sobre las rentas de la cadena del narco-
tráfico (cultivo, producción y comercialización). Estos dos grupos, además, manejan parte de las rutas de contra-
bando. Por su parte, “Los Rastrojos” se dedican al contrabando de gasolina, cárnicos, enseres y carbón, y tienen 
interés en la zona fronteriza, dinamizando el contrabando de gasolina a bajo costo entre Colombia y Venezuela. 
En ese contexto, los migrantes venezolanos se han vinculado a estas actividades ilegales, contribuyendo la trata 
de personas, que en el último año ha afectado a mujeres y niñas venezolanas dadas las dinámicas crecientes de 
explotación sexual. Acciones de los actores armados ilegales.
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Entre enero de 2017 y agosto de 2018, las acciones de los grupos armados se concentraron en los en los muni-
cipios de Tibú (31), Teorama (30), Hacarí (13), El Tarra (12) y El Carmen (10). Respecto al tipo de acción, se 
presentaron hostigamientos (19), secuestros (14), enfrentamientos (16), emboscadas (9) y amenazas (8). 

La responsabilidad recae principalmente sobre el EPL (41 acciones), el ELN (37), grupos armados no identifica-
dos (25) y estructuras del crimen organizado. (Ideaspaz, 2018)

De igual manera, de acuerdo con la recopilación de información que se hizo a través de Centro de Operaciones 
Especiales para la Protección de la Infraestructura Crítica y Económica del Estado (COPEI), para el Catatumbo 
se obtuvieron los siguientes datos:

- Están presentes las estructuras del Frente de Guerra Nororiental (Compañía Comandante Diego, Frente Juan Fer-
nando Porras Martínez, Frente Urbano Cortés Germán Velazco Villamizar), el Frente de Guerra Oriental (Frente 
Francisco Pabón Pabón) y el GAO residual del Frente 33 de las FARC.

- El principal accionar de estos grupos se origina en las actividades relacionadas con los cultivos ilícitos, control 
de pasos ilegales de la frontera, minería ilegal y contrabando.

- Desde el componente ambiental, este se ha visto afectado principalmente por las acciones contra la infraestruc-
tura petrolera, en especial en contra del oleoducto caño limón Coveñas, el cual se refleja en atentados terroristas, 
válvulas ilícitas y refinerías ilegales, la gran mayoría, para el servicio de la producción de pasta de base de coca 
(Fupad, 2018b). 

- Entre enero de 2017 y mayo de 2018, aumentó el número de homicidios en un 19 % con respecto al mismo           
periodo de 2017 (enero-junio). De igual manera, aumentaron los homicidios intencionales en personas protegidas 
—en el mismo periodo se dieron 56 eventos—, se registran 2 denuncias de reclutamiento forzado, un sistemático 
despliegue de estrategias para el control social y 37 eventos de desplazamiento forzado (FIP, 2018).
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 2.2 Análisis de contexto: departamento de Arauca, subregión Piedemonte

Históricamente el ELN ha tenido una presencia significativa en el territorio, sin embargo, después de la firma 
del proceso de paz, existen algunos reductos de las FARC que también hacen presencia en la zona. Durante 

muchos años, estos dos grupos tenían un pacto de no agresión, sin embargo, de acuerdo con la información reco-
pilada en el territorio, se evidencia que dichos pactos están en una fase de debilitamiento, lo cual altera el orden 
público por el control y presencia territorial.

El ELN, por su parte, tiene una campaña de extensión hacia aquellos territorios en los que hacía presencia las 
FARC, así como estrategias de orden territorial y control social sobre la población, pues el Estado no ha sido 
capaz de solventar las necesidades de justicia y presencia institucional permanente, lo cual ha generado amena-
zas y presiones a los líderes sociales, miembros de juntas de acción comunal, defensores de derechos humanos, 
reinsertados, entre otros, quienes no están dispuestos a seguir dichas instrucciones. Esta guerrilla también se ha 
expandido hacia la frontera venezolana —del estado de Apure al de Amazonas—, y desde Arauca hacia el Cuma-
ribo (Vichada), logrando el control de los pasos fronterizos y del contrabando (Álvarez, Pardo y Cajiao, 2018). 

Las disidencias, por su parte, se están fortaleciendo y consolidando en Arauquita y La Victoria (Venezuela), y 
expandiéndose a sectores de Saravena, Fortul, Tame y Puerto Rondón. Hoy contarían con cerca de 150 integrantes 
divididos en tres grupos y estarían buscando integrar a las redes de milicias que quedaron en el territorio, a los 
combatientes que salieron de las cárceles sin ser integrados al proceso de desmovilización, así como a excomba-
tientes insatisfechos por el incumplimiento en la implementación del Acuerdo de Paz, el centro de operaciones de 
estas disidencias está en Arauquita, en las veredas Santander (Puerto Tubo), Guayacán, Fundación, San Miguel y 
la Chigüira. (SAT, 26 de enero de 2018)

El principal accionar delictivo en el territorio es la extorsión pues en el departamento los cultivos de coca no tie-
nen tanta relevancia, sin embargo, según información recopilada en campo, existe un rumor sobre la posible orden 
de dar inicio a nuevas plantaciones debido al control territorial en el piedemonte araucano. No obstante, existe 
una fuerte tensión porque se está violando la línea imaginaria entre los dos grupos para el cobro de extorsiones, 
generando un alto riesgo de violencia por dicho control, en especial el control y porcentaje del contrabando de 
ganado, gasolina, productos de consumo y el paso de personas por la frontera, aprovechando la situación compleja 
de migración. 
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En comparación con la primera mitad del 2017, las acciones armadas del ELN aumentaron, sobre todo en los 
días posteriores a la terminación del cese al fuego el 9 de enero de 2018. Entre enero de 2017 y 21 de agosto 
de 2018, la mayoría fueron hostigamientos a la Fuerza Pública (15), ataque a personal militar (11), ataques a 
la infraestructura petrolera (8), quema de vehículos (7) y secuestro (8). También se registraron acciones de las 
disidencias de las FARC como amenazas, dos bloqueos de vías y una emboscada. (FIP, 2018) 

De acuerdo con la información del Centro de Operaciones Especiales para la Protección de la Infraestructura Crí-
tica y Económica del Estado (Copei) de Arauca, los actores armados son el Frente Domingo Laín Sáenz del ELN 
y de las disidencias de las FARC del frente primero.

En los sectores del casco urbano del municipio de Saravena y su área rural (Puerto Nariño, Puerto Contreras) se 
adelantan actividades delictivas por parte de la Comisión Ernesto Che Guevara del Frente Domingo Laín Sanz 
(GAO ELN) dedicados a la extorsión, mediante modalidades secuestro, vacunas y contrabando (Fupad, 2018a).
De igual manera, desde el componente ambiental, se observó una alteración en el territorio debido al accionar 
delictivo del ELN sobre los oleoductos Caño Limón Coveñas y el oleoducto Bicentenario, los cuales generan 
grandes afectaciones al sistema hídrico de la región. 

Se observó igualmente, el uso de minas antipersonal, presiones a las comunidades y líderes sociales con el fin de 
controlar el territorio, acciones de reclutamiento forzado, incluyendo menores de edad, vinculación de migrantes 
venezolanos a los grupos armados ilegales, así como el impulso de los cultivos de coca por parte de las disidencias 
de las FARC.



30 31

2.3 Análisis de contexto: departamento de Putumayo, subregión Bajo              
Putumayo, Puerto Leguizamo

Figura 2. Mapa de contexto de los actores en la frontera con Ecuador y Perú.
Fuente: Inseguridad, violencia y economías ilegales en las fronteras. Los desafíos del nuevo Gobierno (p. 30),     
de Fundación Ideas para la Paz, 2018, Bogotá: FIP.
http://ideaspaz.org/media/website/fip_seguridad_fronteras.pdf
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Históricamente, en el Putumayo las FARC tenían dominio sobre el territorio y una amplia presencia en la 
zona. Sin embargo, con la firma del acuerdo, son las disidencias de este grupo quienes han empezado a ope-

rar con fuerza y han empezado un proceso de expansión.

Principalmente, las disidencias del Frente 48 y “La Constru” se están reacomodando debido a la expansión de las 
disidencias comandadas por alias “Rodrigo Cadete”, de los Frentes 7 y 1 de las FARC, desde el Caquetá y Gua-
viare hacia Puerto Leguízamo, Puerto Guzmán y Puerto Asís, en el bajo Putumayo (SAT, 20 de junio de 2018). 
Es importante recalcar que el objetivo principal de la cooptación de dichos territorios tiene que ver con el control 
de las rutas hacia Ecuador y Perú, lo cual permitiría conectar todos los eslabones de la cadena del narcotráfico, 
desde los centros de cultivo y producción del Caquetá hacia los laboratorios y rutas de comercialización del Putu-
mayo. De igual manera, el tráfico ilegal de fauna, la minería ilegal y el contrabando se convierten en factores de 
violencia, en especial en el Bajo Putumayo, esto ha generado que la estructura al mando de “Rodrigo Cadete” se 
enfrente con la disidencia del Frente 48 de la extinta FARC, generando alteraciones importantes del orden público 
en esta subregión amazónicas. 

Otro actor relevante en este departamento es ‘La Constru’, organización que logró controlar gran parte de la 
producción y comercialización de cocaína tras la salida de las FARC, y expandió su presencia de las áreas ur-
banas a las zonas rurales. Hasta ahora, no se ha enfrentado directamente con las disidencias y tiene alianzas 
con alias “Sinaloa”, un excombatiente de las FARC que está al mando de los sectores remanentes del Frente 48, 
con quien se divide el territorio, principalmente el bajo Putumayo, y el manejo de las economías ilícitas. Tanto 
el proceso de expansión de los frentes 1 y 7, como el fortalecimiento de la disidencia del 48, están generando 
impactos en las comunidades. Según las alertas tempranas de la Defensoría del Pueblo, en el Putumayo se están 
presentando desplazamientos forzados, despojos de tierras, amenazas contra líderes sociales, defensores de dere-
chos humanos y quienes hacen parte del Plan Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos (PNIS). De igual forma, 
hay homicidios selectivos, violencia sexual, desapariciones forzadas, reclutamiento. (SAT, 20 de junio de 2018)

De igual manera, se evidencian procesos de control territorial con la imposición de normas de conducta en las 
cuencas de los ríos Putumayo y Caquetá, así como restricciones a la movilidad en horarios preestablecidos.
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Los municipios en los que han ocurrido mayores acciones motivadas por el cultivo, procesamiento y venta de 
coca son Orito, Valle del Guamuez y Puerto Asís. Allí, los actores armados tienen el control territorial y hacen 
presión social. Por su parte, el Frente 48 controla los laboratorios ubicados en la zona de frontera, en la cuenca 
del río San Miguel. Aparte de la coca, los distintos actores armados se financian con el contrabando que se da 
entre la frontera con Ecuador y Perú, y con el tráfico de madera en alianza con estructuras del crimen organizado 
como “La Constru”.

En la zona de frontera también hay trata de personas y explotación sexual de mujeres y niñas. Acciones de los 
actores armados ilegales Los grupos armados y la expansión de las disidencias han provocado un aumento de 
acciones entre enero de 2017 y el 21 de agosto de 2018 como reclutamiento (4), homicidios (2), enfrentamientos 
entre disidencias (1), amenazas (1), desapariciones forzadas (1) y agresiones contra desmovilizados de las FARC 
(1). Acciones de la Fuerza Pública: la Fuerza Pública está combatiendo el avance de la disidencia del Frente 
7. El 16 de mayo de este año se realizó un bombardeo en la zona de Piñuña Negro, en Puerto Asís, hacia el río 
Putumayo, en el que murieron ocho disidentes. En distintas operaciones conjuntas se han destruido más de 183 
laboratorios para la producción de cocaína de estructuras armadas como “La Constru”. (FIP, 2018)
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3. Propuestas de acción institucional 

3.1 Propender por un cambio normativo de articulación institucional 

Como ya se ha mencionado de manera reiterada, desde el componente jurídico no existe un órgano articulador 
con capacidad de decisión y liderazgo sobre las demás instituciones que permita ordenar y coordinar la in-

tervención en los territorios. En este sentido, se propone la formulación de un decreto presidencial que proponga 
la creación del Sistema Nacional de Articulación Institucional para la Estrategia Territorial de Hidrocarburos, en 
el que se establezca un coordinador, una mesa técnica y unas funciones específicas para cada una de las entidades 
vinculadas del orden nacional y territorial, con el fin de implementar dicha estrategia. 

3.2 Articularse con las POLÍTICAS DE LUCHA CONTRA CULTIVOS ILÍCITOS 
(PNIS) y PDET en los territorios

Como se pudo observar en la investigación realizada para el análisis de la conflictividad en los territorios en 
los que se tiene presencia de actividad de exploración y/o explotación hidrocarburífera, en aquellas zonas 

donde existe alteración del orden público, el factor más importante se origina en razón y con ocasión del auge y 
la expansión del negocio del narcotráfico en todos sus niveles, desde el cultivo, transformación hasta la comer-
cialización del alcaloide.

Por lo tanto, las dinámicas de los territorios permeados por el narcotráfico, indistintamente de las acciones que se 
pretendan adelantar, siempre van a estar afectadas por actividades ilícitas en contra de la industria petrolera, como 
una fuente importante de financiación. 

En este sentido, se plantea que las intervenciones del Estado deberán ser integrales, coordinadas y sistemáticas, 
y deberán tener en cuenta la vulnerabilidad del territorio en materia de cultivos ilícitos pues, como se observó en 
los análisis de campo, el orden público que afecta los convenios y/o contratos de exploración y explotación, o los 
TEA, se encuentran ligados al auge y expansión del fenómeno de los estupefacientes.

Bajo este precepto, se sugiere que se inicien acciones de coordinación con la política del PNIS en los territorios, 
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especialmente en el Catatumbo y Putumayo, donde se encuentra en implementación el programa, pues esta parte 
de la base de la creación de condiciones de sustitución de cultivos, el desarrollo alternativo con ideas de produc-
tividad y comercialización, las cuales podrían estar apalancadas por la Industria y la ANH, en aquellos territorios 
en los que confluyen dichas políticas.

En igual sentido, es importante determinar los cierres de los PDET y el aprovechamiento de los PATR que generan 
un diagnóstico importante de los territorios con el propósito de identificar ideas o iniciativas de las comunidades 
que permitan articular y afianzar proyectos con alto impacto en el territorio por parte de la industria y la ANH.

3.3 Reconfigurar y reactivar de manera funcional los Centros de Operaciones 
Especiales para la Protección de la Infraestructura Crítica y Económica del 
Estado (COPEI) 

De conformidad con el trabajo de campo realizado en cada uno de los territorios, si bien el Copei es una es-
tructura con un propósito claro y específico para la protección y combate de las amenazas que puede afectar 

a la industria, este tiene algunos inconvenientes en su operatividad: no conoce ni centraliza toda la información, 
hechos y acontecimientos que están pasando en los campos de su jurisdicción, muchos de los problemas se susci-
tan debido a que hay una comunicación directa entre los jefes de seguridad de la compañía y el comandante de la 
respectiva brigada o unidad militar de la zona, sin que se reporte (por grado jerárquico no lo debe hacer) al Copei 
o sin tener acceso a la información en tiempo real. Por lo tanto, deberán establecerse mecanismos que permitan 
mejorar el flujo de información.

3.4 Optimizar el relacionamiento de la ANH y la industria con el personal mili-
tar y de policía del nivel operativo en el terreno

Aunque existe un relacionamiento con el Copei, al parecer —según entrevistas con el personal militar y 
policial— los comandantes del nivel operativo que se encuentran en el terreno, en el área de injerencia de 

los campos, no tienen conocimiento de su existencia o de la situación de suspensión que ellos afrontan debido al 
orden público o conflictividad social. Por esta razón, se sugiere que no solo se utilice la instancia del Copei, sino 
de los Consejos de Seguridad Municipal para presentar e informar la existencia de los campos y las problemáticas 
que se derivan, con el propósito de obtener información in situ que pueda servir de base para la toma de decisiones 
que deba tomar la Agencia.
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3.5 La suscripción de un convenio con la Defensoría del Pueblo

La Defensoría del Pueblo, entre sus instrumentos de seguimiento para el cumplimiento del mandato constitu-
cional, ha establecido el Sistema de Alertas Tempranas que es un instrumento con el cual se acopia, verifica 

y analiza, de manera técnica, información relacionada con situaciones de vulnerabilidad y riesgo de la población 
civil, como consecuencia del conflicto armado, y advierte a las autoridades concernidas con deber de protección 
para que se coordine y brinde una atención oportuna e integral a las comunidades afectadas.

Si bien mucha información puede ser recolectada a través de la página de la Defensoría, se sugiere la suscripción 
de un Convenio entre la ANH y la Defensoría del Pueblo, con el propósito de tener la información en tiempo real y 
actualizada sobre la situación de conflicto, vulnerabilidad y riesgo en los territorios de influencia de los contratos 
y convenios suscritos por la ANH.

3.6 Relacionamiento con las comunidades

En cuanto al relacionamiento de la industria con la comunidad y autoridades municipales, se deben implemen-
tar estrategias que generen reconciliación en zonas donde los antecedentes de malas prácticas de la industria 

han dejado desazón entre los habitantes y gobernantes. Por lo tanto, se sugiere, en primer lugar, analizar la raíz del 
conflicto y empezar a trabajar por solucionarlo. No se trata de la conflictividad del momento, sino de anticipar el 
conflicto. Por ejemplo, en el Catatumbo se sugiere trabajar sobre procesos de resiliencia con la comunidad indíge-
na Motilón Barí, sobre un tema de perdón, olvido y reconciliación, pues ellos se han visto afectados directamente 
por la explotación petrolera en su territorio: en la década del 50 generó muertes y amenazas que hasta la fecha 
siguen generando absoluta desconfianza hacia las empresas operadoras de proyectos hidrocarburíferos. 

Por otra parte, en el Putumayo es imperioso conocer las diferentes migraciones que llevaron a la colonización del 
departamento, que incluso fueron generando afectaciones entre los diversos actores comunitarios, dando origen a 
múltiples problemas sociales que a la fecha generan una conflictividad latente en contra de la industria petrolera. 
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